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1.         Norma acusada
LEY 1382 DE 2010
(febrero 9)
Por la cual se modifica la Ley  685 de 2001 Código de Minas
ARTÍCULO 12. LEGALIZACIÓN. Los explotadores, los grupos y asociaciones de minería tradicional que exploten minas de propiedad estatal sin título inscrito en el Registro Minero Nacional, deberán solicitar, en el término improrrogable de dos (2) años contados a partir de la promulgación de la presente ley, que la mina o minas correspondientes le sean otorgadas en concesión llenando para el efecto todos los requisitos de fondo y de forma y siempre que el área solicitada se hallare libre para contratar, y se acredite que los trabajos mineros se vienen adelantando en forma continua desde antes de la vigencia de la Ley  685 de 2001. 
Si el área solicitada se encuentra ocupada por una concesión, y siempre que el grupo o asociación demuestre una antigüedad mayor a la que tiene la concesión, se procederá a verificar las condiciones de cumplimiento de las obligaciones del titular minero y en caso de hallarse en causal de caducidad se tendrá como primera opción para continuar el trámite la solicitud de legalización debidamente presentada, una vez caducado el contrato. 
En el evento en que el titular se encuentre al día en sus obligaciones, la Autoridad Minera mediará entre las partes para que lleguen a acuerdos, como la suscripción de Contratos de Asociación y Operación debidamente inscritos en el Registro Minero Nacional previstos en el artículo 221 del presente Código, entre otros, que permitan la explotación por parte de los grupos o asociaciones. Para llegar las partes a estos acuerdos tendrán un plazo de seis (6) meses, contados a partir de la solicitud del minero tradicional. 
Si el área no se hallare libre por la existencia de una propuesta de contrato de concesión y se presentare una solicitud de legalización en los términos de este artículo, se continuará el trámite de la propuesta, y en caso de llegar a ser contrato de concesión, la Autoridad Minera procederá de acuerdo a lo señalado en el inciso tercero del presente artículo. Si la solicitud de propuesta de contrato de concesión se rechaza, se tendrá como primera opción para continuar el trámite, la solicitud de legalización. 
PARÁGRAFO 1o. En todo caso, la autoridad minera contará hasta con un (1) año para realizar la visita de viabilización, después de presentada la solicitud de legalización, para resolver el respectivo trámite; y contará hasta con dos (2) meses, a partir del recibo de los PTO y PMA por parte del interesado, para resolver de fondo la solicitud de legalización. Hasta tanto la Autoridad Minera no resuelva las solicitudes de legalización en virtud de este artículo no habrá lugar a proceder, respecto de los interesados, mediante las medidas previstas en los artículos 161 y 306, ni a proseguirles las acciones penales señaladas en los artículos 159 y 160 de este Código. 
En los casos de legalización planteados en el presente artículo, los trámites de evaluación, visita de viabilización y adjudicación de la concesión, se efectuarán de manera gratuita por parte de la Autoridad Minera, quien destinará los recursos necesarios para la realización de estos. Sin embargo los estudios (PTO y PMA) requeridos para la ejecución de la concesión estarán a cargo de los solicitantes. 
PARÁGRAFO 2o. Se considerará legal el barequeo consistente en extracción de materiales de arrastre, siempre y cuando se realice con herramientas no mecanizadas y con una extracción que no supere un volumen de 10 metros cúbicos por día, por longitud de rivera de 200 metros de largo.
ARTÍCULO 16. Modifíquese el artículo 230 de la Ley 685 de 2001, Código de Minas: 
Canon superficiario. El canon superficiario sobre la totalidad del área de la concesión durante la exploración, el montaje y construcción o sobre las extensiones de la misma que el contratista retenga para explorar durante el período de explotación, es compatible con la regalía y constituye una contraprestación que se cobrará por la entidad contratante sin consideración a quien tenga la propiedad o posesión de los terrenos de ubicación del contrato. El mencionado canon será equivalente a un salario mínimo día legal vigente (smdlv) por hectárea año, del primero al quinto año; de ahí en adelante el canon será incrementado cada dos (2) años adicionales así: por los años 6 y 7 se pagarán 1.25 salarios mínimos día legal vigente por hectárea año; por el año 8, 1.5 salarios mínimos día legal vigente por hectárea año. 
Dicho canon será pagadero por anualidades anticipadas. La primera anualidad se pagará dentro de los tres (3) días siguientes al momento en que la Autoridad Minera, mediante acto administrativo, determine el área libre susceptible de contratar. 
Para las etapas de construcción y montaje o exploración adicional, se continuará cancelando el último canon pagado durante la etapa de exploración. 
PARÁGRAFO 1o. La no acreditación del pago del canon superficiario dará lugar al rechazo de la propuesta, o a la declaratoria de caducidad del contrato de concesión, según el caso. 
La Autoridad solo podrá disponer del dinero que reciba a título de canon superficiario una vez celebrado el contrato de concesión. Solamente se reintegrará al proponente la suma pagada en caso de rechazo por superposición total o parcial de áreas. En este último evento se reintegrará dentro de los cinco (5) días hábiles, la parte proporcional si acepta el área reducida, contados a partir que el acto administrativo quede en firme. Igualmente habrá reintegro en los casos en que la autoridad ambiental competente niegue la sustracción de la zona de reserva forestal para la etapa de exploración. 
PARÁGRAFO 2o. Las propuestas que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encuentren en trámite y los títulos mineros que no hubieren pagado el canon correspondiente a la primera anualidad, deberán acreditar dicho pago dentro de los tres (3) meses siguientes a la promulgación de la presente ley, so pena de rechazo o caducidad, según corresponda. 
2.         Decisión
Primero.- Declarar EXEQUIBLE el inciso segundo del artículo 12 de la Ley 1382 de 2010, por los cargos analizados en esta sentencia.
Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el inciso tercero del artículo 12 de la Ley 1382 de 2010, por los cargos analizados en esta sentencia.
Tercero.- Declarar EXEQUIBLE el parágrafo 2º del artículo 16 de la Ley 1382 de 2010, por los cargos analizados en esta sentencia. 
3.         Fundamentos de la decisión 
En esta oportunidad, la Corte debía resolver (i) si los incisos segundo y tercero del artículo 12 de la Ley 1382 de 2010, en cuanto prevén requisitos y procedimientos para la legalización de explotaciones mineras en terrenos en donde existen concesiones, vulneran los derechos al debido proceso (art. 29 C.P.) y los derechos adquiridos (art. 58 C.P.); y (ii) si el parágrafo 2º del artículo 16 de la Ley 1382 de 2010, en cuanto prevé la acreditación del canon superficiario a la primera anualidad para las propuestas de concesión que se encuentren en trámite a la entrada en vigencia de la ley y para los títulos mineros que no hubieren pagado dicho canon, dentro de los tres (3) meses siguientes a la promulgación de la citada ley, vulnera igualmente el debido proceso y los derechos adquiridos, al estatuir una nueva causal de caducidad aplicable a propuestas presentadas antes de la vigencia de la Ley 1382 de 2010, que desconocería el derecho subjetivo adquirido mediante la presentación de la propuesta.  
En primer lugar, la Corte no encontró que el inciso segundo del artículo 12 de la Ley 1382 de 2010 riña en algún sentido con el derecho al debido proceso administrativo (art. 29 C.P.), ni con los derechos adquiridos (art. 58 C.P.). En efecto, la Ley 1382 de 2010 que adiciona y modifica la Ley 685 de 2001 pretende de manera general y en particular, el artículo 12, fortalecer los procesos de formalización de las explotaciones de la minería tradicional, mediante las respectivas solicitudes de legalización, los contratos de concesión y el registro minero, con el fin de lograr mayores niveles de racionalidad, competitividad, seguimiento y control de la explotación minera en Colombia. Por consiguiente, con esta norma se regula la posibilidad de legalizar la minería tradicional en el país, reconociéndola y concediéndole a las personas, grupos o asociaciones que la llevan ejerciendo desde antes de la Ley 685 de 2001, con el cumplimiento de unos requisitos de forma y de fondo y un trámite específico para ello, regulando una situación de transición para quienes han ejercido de tiempo atrás la minería tradicional en Colombia, amparados en el derecho al trabajo, el ejercicio de la libertad de empresa y de competencia económica y amparados en una disposición del Código de Minas (art. 39). Por tanto, no se trata, como erradamente lo expone el actor en su demanda, que se consagre el delito como fuente generadora de derechos, sino que el legislador reconoce y propende por la legalización de una actividad minera tradicional, de conformidad con unos requisitos y procedimiento establecidos en la ley. De igual modo, se regula una situación excepcional frente al precepto general relativo a la legalización de la minería tradicional, para aquellos eventos en los cuales las áreas solicitadas de legalización de la minería tradicional se encuentren ocupadas por una concesión, con requisitos y trámites especiales.
Contrario a lo que sostiene el demandante, los requisitos exigidos por el legislador concretan el respeto al debido proceso administrativo y a los derechos adquiridos de los propietarios o poseedores de títulos mineros o contratos de concesión, en cuanto se consagran requisitos exigentes y rigurosos para que en tales situaciones sea procedente la legalización de la minería tradicional. De esta forma, la ley exige que: a) se demuestre una antigüedad mayor a la que tenga la concesión; b) se lleve a cabo un proceso de verificación de las condiciones de cumplimiento de las obligaciones del titular; c) se determine por la autoridad competente que el titular se encuentre incurso en causal de caducidad; d) se declare la caducidad del contrato; e) cumplido lo anterior, es posible tener como primer opción, la solicitud de legalización que debe presentarse en debida forma; e) como se advierte, estos requisitos respetan el debido proceso administrativo y los derechos adquiridos, al mismo tiempo que constituye una medida racional y proporcionada que atiende a una finalidad legítima desde la perspectiva constitucional, que busca racionalizar la explotación de la minería en Colombia; f) la medida es adecuada e idónea para el cumplimiento de dicho fin y no afecta ningún derecho fundamental.
En segundo lugar, el inciso tercero del artículo 12 de la Ley 1382 de 2010 agrega una nueva excepción a la contenida en el inciso anterior, relativa al evento en que el titular se encuentre al día en sus obligaciones y la autoridad minera media entre las partes para llegar a acuerdos como la suscripción de contratos de asociación y operación debidamente registrados. Con tal objeto, se establece un plazo de seis (6) meses para llegar a un Acuerdo. La Corte observó que los contenidos normativos deducidos por el demandante no corresponde al texto demandado, toda vez que con esta disposición no se despoja en ninguno de sus apartes al titular minero de sus derechos adquiridos mediante el contrato de concesión, ni lo priva de ejercitar las actividades mineras que se derivan de dicho título. Adicionalmente, de conformidad con el amplio margen de configuración del legislador en materia de regulación de las condiciones de explotación de recursos naturales no renovables y de las características del juicio de constitucionalidad en estos casos, en el asunto bajo examen no se evidencia ni la irrazonabilidad ni la desproporcionalidad de las medidas adoptadas por el legislador, que conduzcan a la inconstitucionalidad de la medida. Por el contrario, la Corte encontró que cumple una función constitucional, para lograr la adecuada consecución de los fines del Estado, que en este caso se concentra, en la mediación legítima de la autoridad administrativa entre las partes que tienen derechos o intereses en la explotación de minas estatales. Así mismo la medida es idónea y adecuada para la consecución de dicha finalidad, no ningún derecho fundamental y resulta acorde con los mandatos contenidos en los artículos 80, 332, 334 y 360 de la Carta Política. 
En tercer lugar, la Corte no encontró reparo a la constitucionalidad del parágrafo 2º del artículo 16 de la  Ley 1382 de 2010, el cual se refiere a dos situaciones distintas: de un lado, a las propuestas que se encuentran en trámite y de otro , a los títulos mineros que no hubieren pagado la anualidad; ambas situaciones referidas al momento de entrada de la Ley 1382, para estipular como causal de rechazo o de caducidad, según el caso, el que no se hubiere pagado el canon superficiario, el cual debería pagarse dentro de los tres meses siguientes a la promulgación de la ley. En el caso de las propuestas presentadas que se encuentren en trámite, es claro que no se afecta ni el debido proceso, ni los derechos adquiridos, pues el requisito que se establece respeta las garantías del debido proceso administrativo y si la propuesta en trámite no puede hablarse de un derecho adquirido, sino de una mera expectativa legítima. En cuanto a la causal de rechazo por el no pago de la primera anualidad del canon superficiario, no es una nueva causal, sino que ya se encontraba consagrada en el numeral del artículo 274 de la Ley 685 de 2001 y que por tanto, lo que hace la norma es precisar el término para el pago de dicha anualidad, lo cual no implica un cambio de reglas conocidas y aceptadas por los proponentes de una concesión minera, ni violación del debido proceso administrativo, ni mucho menos desconocimiento de algún derecho adquirido.
Por otra parte, en el escenario de los títulos mineros o contratos de concesión vigentes a la fecha de promulgación de la Ley 1382 de 2010, tampoco encuentra la Corte violación alguna del debido proceso o de los derechos adquiridos, por cuanto lo que establece el precepto es un tiempo adicional de tres (3) meses para que el titular minero pague el canon superficiario, si aún no lo hubiere hecho, de conformidad con el contrato de concesión perfeccionado según las normas vigentes al tiempo de su celebración.  En relación con los títulos mineros, la causal de caducidad por el no pago del canon superficiario no es una nueva causal, como lo argumenta el actor, ya que se encontraba consagrada ene le artículo 112, literal d de la Ley 685 de 2001, que alude al no pago oportuno de las contraprestaciones económicas, dentro de las cuales se encuentra el canon superficiario contemplado en el artículo 130 del Código de Minas.  A lo anterior, se agrega que el procedimiento para la declaratoria de caducidad se encuentra regulado en la Ley 685 de 2001 (art. 288) y en dicho procedimiento los concesionarios podrán ejercer todos sus derechos de defensa, con el fin de demostrar y probar que no existe causal de caducidad alguna. De esta forma, la Corte determinó que el parágrafo 2º del artículo 16 de la Ley 1382 de 2010 se encuentra en armonía con los mandatos contenidos en los artículos 20, 50, 332, 334 y 360 de la Constitución Política. 
En ese orden, la Corte procedió a declarar exequibles los incisos segundo y tercero del artículo 12 de la Ley 1382 de 2010 y el parágrafo 2º del artículo 16 de la misma ley, frente a los cargos examinados en la presente sentencia. 
